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Síntesis de la sesión del 27 de enero de 2011

Las siguientes delegaciones participaron en esta sesión: Barbados, Belize, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Estados Unidos, México, Nicaragua, Panamá, Perú y la República Dominicana.

1. Seguimiento a temas institucionales: Plan de Trabajo Contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental [ AG/RES. 2551 (XL-O/10)]
· Presentación del modelo de gestión sobre asistencia a las víctimas; cooperación multilateral en el tema de trata de personas (Reino de los Países Bajos – Aruba)


La señora Jocelyn Croes de la Embajada del Reino de los Países Bajos, introdujo a la señora Jeannette Richardson Baars, Comisionada Adjunta de la Policía de Aruba y Presidente del Grupo de Trabajo contra la Trata de Personas y Coordinadora Nacional contra la Trata de Personas y Contrabando de Aruba quien presentó el modelo de gestión sobre asistencia a las víctimas y cooperación multilateral en el tema de trata de personas.


La presentación de la señora Richardson fue distribuida como documento CP/CSH/INF.242/11.


El Presidente de la Comisión agradeció a la Comisionada Richardson por su presentación y reflexionó sobre la importancia de compartir mejores prácticas en la región. 

La Delegación de los Estados Unidos agradeció la presentación del gobierno de Aruba. Expresó que el tema de trata de personas afecta a todos los países y es un tema complejo que requiere una aproximación multifacética. Son estos esfuerzos coordinados los que resultan en resultados positivos. Por ejemplo, recordó que su país coordina con organizaciones de la sociedad civil en este tema. 


La Comisionada Richardson destacó la coordinación de equipos de investigación conjunta e instó a los países a continuar compartiendo sus mejores prácticas.


La señora Croes de la Embajada del Reino de los Países Bajos agradeció nuevamente a la OEA, al Embajador Skinner-Klée, al Embajador Adam Blackwell, y a la señora Adriana Mejía, Directora del Departamento de Seguridad Publica a los miembros de la Comisión por la oportunidad de presentar las mejores prácticas de Aruba en este tema. 
· Informe del Departamento de Seguridad Pública sobre la implementación del Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental 2010-2012


La presentación de la señora Adriana Mejía, Directora del Departamento de Seguridad Publica fue distribuida como documento CP/CSH/INF. 243/11. 

· Comentarios de los Estados Miembros 

La Delegación de Argentina agradeció los informes y reiteró su compromiso con la prevención y sanción de trata de personas, indicando que el tema de trata de personas debe ser abordado desde una formal integral y multidisciplinario y con pleno respeto a los derechos humanos. 


Argentina estima que el abordaje de la cuestión de la trata de personas debe ser efectuado desde un enfoque integral, por lo que los países de origen tránsito y destino deben trabajar en forma coordinada, en programas que abarquen tanto la cuestión de la prevención del delito, como la protección y asistencia a las víctimas, la rehabilitación, la repatriación voluntaria y reintegración, y la persecución de sus autores, utilizando para ello un enfoque integral y multidisciplinario orientado a cuestiones de género y edad, y sin descuidar la seguridad de las víctimas y el respeto del pleno goce de los derechos humanos;


La Delegación de Brasil informó que próximamente remitirá a la Secretaría un informe completo sobre las actividades desarrolladas en este ámbito. 


La Delegación del Perú recordó que su país suscribió y ratificó en 2001 la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus dos Protocolos Adicionales: “Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” y el “Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire”.

El Perú es consciente también de las implicancias de la trata de personas. Las cifras del Sistema de Registro y Estadística del Delito de Trata de Personas y Afines (RETA) y del Ministerio Público muestran claramente la existencia de éste fenómeno criminal en sus diversas modalidades, las que confirman que el Perú es país de origen, tránsito y destino. No obstante, actualmente en el Perú los casos de trata interna son mucho más evidentes que los de trata internacional. Por ello, en enero de 2007 el Estado peruano, en el marco de la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y sus dos Protocolos adicionales, promulgó la Ley 28950 contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes. Dichas medidas están enmarcadas en los compromisos adoptados por el Perú en la Primera Reunión de Autoridades Nacionales efectuada en el año 2006 en Margarita, República Bolivariana de Venezuela. 

El Perú encamina sus esfuerzos para promover el intercambio de buenas prácticas en materia de lucha contra la trata y tráfico de personas a través de mecanismos de cooperación a nivel bilateral, regional y multilateral. El Estado Peruano, a través del Grupo de Trabajo Multisectorial Permanente contra la Trata de Personas, entidad nacional competente en la materia conformada por organismos públicos, organizaciones de la sociedad civil y la cooperación internacional, viene ejecutando un modelo de intervención estructurado en torno a tres ejes estratégicos: Prevención, Persecución y Protección. Dicho modelo es una propuesta que busca, a partir de un enfoque sistémico y de coordinación intersectorial, desarrollar políticas integrales para enfrentar al ilícito de la Trata de Personas, garantizar una adecuada sanción a los tratantes como una oportuna asistencia y protección a las víctimas de éste delito. 

En lo que corresponde al Eje de prevención del delito, el Perú se ha planteado objetivos estratégicos que tienen que ver con la Generación de Conocimiento sobre la Trata de Personas, a través de investigaciones; estrategias de información y campañas educativas para sensibilizar a la población, así como la vigilancia preventiva, particularmente de los grupos vulnerables.

En el ámbito de la persecución, el Estado peruano ha gestado diversas normas enmarcadas en el Protocolo de Palermo, debiendo destacarse la aprobación de la Ley, Nº 28950 y su reglamento en 2007, contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes; que establece penas privativas de ocho a veinticinco años; la creación en 2007 de la figura delictiva de apología a la trata de personas y se incluyó la sanción correspondiente al encubrimiento personal, encubrimiento real, obstrucción de la justicia, entre otros; y la resolución Directoral de la Policía Nacional del Perú de marzo de 2008 mediante la cual se eleva el Departamento de trata de Personas de la División de Secuestros de la Policía Nacional al rango de División de Investigación de Trata de Personas de la Dirección de Investigación Criminal de la PNP. 

En el ámbito de protección a víctimas, entre otras medidas, el Perú viene capacitando a nivel nacional a servidores de justicia, salud, Ministerio de la Mujer y Desarrollo social, entre otros a fin que desarrollen capacidades en el nivel de asistencia que amerita las víctimas de trata de personas y evitar la revictimización de éstas.


La Delegación de México agradeció a la señora Adriana Mejía y a su equipo por el excelente trabajo en el informe presentado. México condena la trata de personas como una forma contemporánea y abominable de esclavitud y como un acto contrario a los derechos humanos. México sostiene que por ser un problema global, la trata de personas exige respuestas concertadas de todos los miembros de la comunidad internacional, que complementen a las acciones que cada país implementa en lo individual.


Asimismo recordó que los integrantes del crimen organizado son los mayores delincuentes en trata de personas. En este sentido, la trata de personas es otra razón más para combatir con determinación al crimen organizado. Para atender este fenómeno, el Gobierno mexicano está a favor de un enfoque integral que incorpore en pie de igualdad las consideraciones de aplicación de la Ley y las de derechos humanos, en el entendido que éstas constituyen los pilares fundamentales y complementarios de la lucha contra la trata de personas. Para México, las dimensiones de prevención, penalización de los culpables de trata, así como la protección y asistencia a las víctimas son igualmente importantes y merecen atención prioritaria.



De conformidad con la resolución AG/RES. 2551 (XL-O/10) México ha tomado diversas medidas para la implementación de las acciones sugeridas en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental. El informe completo de México sobre este tema fue publicado como documento CP/CSH/INF. 243/11.


La Delegación de Colombia destacó el marco legislativo y los mecanismos con los que cuenta el país para encarar este delito. A través de la Ley 985 de 2005, Colombia adoptó medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de las víctimas, todo lo cual le ha permitido al Estado aplicar acciones encaminadas a prevenir el fenómeno, brindar protección y asistencia a todas las víctimas o posibles víctimas (tanto en territorio nacional como en el exterior), y fortalecer las acciones de persecución a organizaciones criminales, investigación, judicialización y sanción del delito. Este trabajo se ha direccionado y fortalecido mediante el Comité Interinstitucional para la lucha contra la trata de personas (creado también en 2005 y en el cual participan más de una docena de entidades nacionales) y la adopción de la Estrategia Nacional en la materia (formulada en 2008 sobre los ejes de prevención, protección y asistencia, cooperación internacional, e investigación y judicialización).


Así mismo, Colombia ha realizado campañas mediáticas de sensibilización; ha asegurado el funcionamiento de la Línea Nacional Gratuita contra la trata de personas como medio de información y denuncia; ha emprendido investigaciones para orientar la formulación de políticas públicas; ha profundizado la capacitación de funcionarios públicos en la prevención, investigación y judicialización del delito y en la protección de las víctimas; ha creado Comités Departamentales/Municipales que apuntan a la descentralización de la política pública en la materia; y ha trabajado arduamente en el restablecimiento de los derechos de las víctimas, en la implementación de medidas de asistencia y protección integral y en el desmantelamiento de redes criminales.


Paralelamente, Colombia ha impulsado acuerdos y otras modalidades de cooperación (bilateral, regional e internacional) para encarar la trata de personas, incluyendo el intercambio de información, la asistencia técnica y la formación dirigida a instituciones nacionales competentes, todo lo cual se ha efectuado tanto en asocio con países del Hemisferio (Trinidad y Tobago, México, Chile, Panamá y Honduras) como con organismos internacionales (ONUDD y OIM).


Colombia enfatizó que la trata de persona no puede combatirse sin una actuación conjunta y cooperación en el ámbito hemisférico e internacional, razón reitero el compromiso de Colombia con la lucha contra la trata de personas y con la puesta en práctica, según cada país lo estime procedente, de lo establecido en el Plan de Trabajo de la Organización.


Para Colombia, la trata de personas en un delito de alcance global, cuya verdadera dimensión desafortunadamente se desconoce. Las diferentes estadísticas disponibles respaldan la afirmación de que la trata de persona es un problema mundial que afecta tanto a los países de origen como a los de tránsito y destino. Las redes internacionales de tratantes y sus conexiones con otros delitos convierten a la trata de personas en un fenómeno complejo que ningún Estado puede enfrentar eficazmente por sí solo. Consecuentemente, el delito debe abordarse desde una perspectiva integral y multilateral.

2. Seguimiento a temas institucionales: “Fortalecimiento de la Cooperación entre Autoridades Aduaneras y de Aplicación de la Ley en las Américas” [AG/RES. 2488 (XXXIX-O/09)]

· Presentación de Carlos M. Gallegos, Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Puertos “Puertos, aduanas y seguridad”

La presentación de Carlos Gallegos, Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Puertos fue publicada como documento CP/CSH/INF. 244/11. 

· Informe de la Secretaría de Seguridad Multidimensional

El informe de la Secretaría de Seguridad Multidimensional sobre este tema será publicado próximamente.

· Comentarios de los Estados Miembros 


La Delegación de México reconoció la necesidad de continuar alentando la cooperación bilateral, subregional y regional entre autoridades aduaneras y de aplicación de la ley a fin de fortalecer la seguridad hemisférica, con el fin de evitar que las fronteras se conviertan en espacios que faciliten la comisión de delitos transnacionales, siempre facilitando el flujo legítimo de personas y bienes. A fin de combatir a la delincuencia organizada trasnacional, México ha tomado diversas medidas para alentar la cooperación entre autoridades aduaneras y de aplicación de la ley. 


En este contexto, México ha suscrito varios acuerdos y convenios con el fin de fomentar el intercambio de información y mejores prácticas en temas de facilitación y asistencia recíproca aduanera. Tenemos este tipo de acuerdos con los gobiernos de Guatemala, Costa Rica, Nicaragua, Cuba, Belice e incluso con España y Portugal. Entre los objetivos de estos convenios están que las autoridades aduaneras se presten cooperación y asistencia mutua, para asegurar la correcta aplicación de la legislación aduanera con la finalidad de prevenir, investigar y combatir infracciones aduaneras.


Actualmente, México estudia la posibilidad de iniciar un programa piloto entre México y el MERCOSUR. De igual forma, se han enviado propuestas para iniciar la negociación de Acuerdos de Asistencia Administrativa Mutua en materia aduanera con Colombia, Argentina, Bolivia, Chile, Honduras, Brasil, Ecuador, Panamá y El Salvador. 


Respecto al mandato contenido en el resolutivo 2 de la resolución AG/Res. 2488 (XXXIX-09) mediante el cual la Asamblea General resolvió considerar la celebración periódica de reuniones de autoridades aduaneras y de aplicación de la ley para tratar temas de seguridad, aprovechando la experiencia y programas continuos en esta área de la Secretaría de Seguridad Multidimensional, la Delegación de México informó que derivado de una consulta exhaustiva con las dependencias mexicanas encargadas de los temas de seguridad, quienes a su vez realizaron una detallada consulta al interior de sus instituciones, existe el interés de este país en ser sede de un seminario técnico entre autoridades de aplicación de la ley y autoridades aduaneras de los Estados Miembros sobre “Medidas útiles para combatir en tráfico ilícito de armas”. Las dependencias del gobierno mexicano han identificado propuestas específicas de temas a abordar, mismas que harán llegar oficialmente a la Secretaría de Seguridad Multidimensional para iniciar la consideración de este tema.

La Delegación de Canadá hizo referencia a la Agencia Canadiense de Servicios Fronterizos (CBSA), la cual respalda firmemente la Estrategia Américas del Gobierno de Canadá y apoya tanto las iniciativas de Seguridad Pública en la región, como sus propios objetivos estratégicos internacionales y de fomento de la capacidad. Desde 2009, la CBSA ha trabajado y sigue trabajando con sus socios regionales y bilaterales para avanzar en los objetivos de la resolución, y lo hace a través de varios medios, entre los que se encuentran los siguientes:

· Intercambio de información y mejores prácticas sobre técnicas y procesos modernos de gestión fronteriza para mejorar la seguridad fronteriza y garantizar flujos transfronterizos de personas y bienes legítimos en la región; 

· Desarrollo y celebración de varios talleres, seminarios y cursos de capacitación en materia de fomento de la capacidad en la región, como los talleres sobre Inspección de Contenedores Marítimos y sobre Analistas de Inteligencia financiados por el Programa de Fomento de la Capacidad Antiterrorista (CTCBP) del Ministerio de Asuntos Exteriores y Comercio Internacional (DFAIT);

· Avance de la reforma y modernización de aduanas a través de proyectos de fomento de la capacidad a largo plazo, como el Proyecto de Movilización de Recursos para Haití financiado por la Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional (ACDI); 

· Coordinación en los foros regionales y multilaterales, incluyendo la Conferencia Regional de Directores Generales de Aduanas de las Américas y el Caribe (RCCDG), que se celebra anualmente, el Consejo del Caribe para la Aplicación de la Leyes Aduaneras (CCLEC), y reuniones regionales de la Organización Mundial de Aduanas (OMA);

· Participación en el Programa Global de Control de Contenedores de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD), y en las actividades que llevan a cabo en la región el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) y la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y que promueven la cooperación interinstitucional – por ejemplo, la CBSA está actualmente colaborando con la OEA en una iniciativa integral sobre el movimiento de pasajeros en los aeropuertos y la carga aérea para Centroamérica;

· Intercambio de información a través de acuerdos bilaterales, como Acuerdos de Asistencia Mutua en Materia Aduanera, y mecanismos tales como la Oficina Regional de Enlace de Inteligencia (RILO) del CCLEC/OMA; y

· Capacitación sobre el terreno y actividades de enlace sobre asuntos de inmigración por parte de Funcionarios de Integridad de Migración (MIO), con 13 MIO asignados en 11 países de la región.

3. proyectos de resolución a ser presentados a la Asamblea General

El Presidente recordó a las delegaciones que la reunión ordinaria del 16 de septiembre de 2010, propuso dar continuidad al esfuerzo conjunto hecho en períodos anteriores con el objeto de aprovechar al máximo y racionalizar el trabajo de la Comisión con respecto a la presentación y negociación de los proyectos de resolución que se han de presentar al cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General. En este sentido, presentó la metodología propuesta por la Presidencia (CP/CSH 1274/11) la cual incluye: 
· Fijar el lunes 18 de abril de 2011, como fecha límite para la presentación de proyectos de resolución. (este plazo es un mes calendario antes del ultimo Consejo Permanente programado antes de la Asamblea General)

· Iniciar y terminar las reuniones en el horario en que hayan sido programadas.

· Limitar el tiempo de negociación de cada resolución (por ejemplo, 20 minutos en cada sesión). Este tiempo dependerá del número de resoluciones a considerarse en la respectiva reunión.

· Por lo que se refiere a las resoluciones previamente consideradas, la Presidencia propone que sólo se negocien el texto nuevo de estos proyectos de resolución. En este sentido, las delegaciones deben resaltar en negrilla el texto nuevo en cada resolución que se presente a fin de facilitar este proceso.

· Contar con proyectos de resolución más sucintos, con objetivos claros, y mandatos y resultados específicos :

· Presentar a la Secretaría por escrito las propuestas de cambios que surjan en el curso de las negociaciones.

· La Presidencia reconoce el valor de las negociaciones informales en el proceso de búsqueda de consensos y por ello, cuando surjan dificultades para alcanzar un acuerdo, insistirá en que las delegaciones interesadas se reúnan de manera informal e intenten superar los obstáculos existentes.

· Considerar la limitación en el número de sesiones especiales en virtud de las restricciones presupuestarias de la Organización. Tener en consideración la fecha que se escoja para las reuniones especiales, en caso de que se propongan, de manera que no se lleven a cabo después de mediados de marzo de 2012 y que, de preferencia, se distribuyan de manera uniforme a lo largo del año, incluyendo algunas durante el segundo semestre de 2011.

· Identificar la manera de agrupar las resoluciones teniendo en cuenta la similitud en sus temas.

· De igual modo, la Presidencia insta a las Delegaciones a no prestar mucha atención a las cuestiones de estilo en los proyectos de resolución sino más bien concentrarse en la parte sustantiva de los mismos.

· Procurar racionalizar la labor de la Comisión mediante la adopción de resoluciones bienales o trienales. 
· Aquellas resoluciones que contengan mandatos con implicaciones presupuestarias deben ser remitidas a la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP), así que se deberán negociar con tiempo suficiente para cumplir con dicho trámite.


La Delegación de Canadá expresó su apoyo a la metodología y solicitó más tiempo para analizarla.


La Delegación de Nicaragua consultó sobre las fechas incluidas en esta propuesta. El Presidente explicó que dichas fechas ya habían sido establecidas en el calendario de la Comisión, pero serían flexibles dependiendo de las necesidades de las delegaciones.


La Delegación de Colombia hizo referencia a la parte presupuestal de los proyectos de resolución y mencionó que en el ámbito de la CAAP se estaba llevando a cabo capacitaciones a las misiones permanentes y a funcionarios de la Organización y espera que dicha capacitación sea extendida a las demás Comisiones.



El Presidente anunció que este tema sería abordado nuevamente en la próxima sesión de la Comisión a celebrarse el 10 de febrero de 2011.

4. Otros Asuntos


La Delegación de México hizo referencia a la Reunión Ministerial sobre Delincuencia Organizada Trasnacional y Seguridad de los Migrantes llevada a cabo el 8 de octubre de 2010 en México. Como resultado de la reunión, los Ministros adoptaron una declaración sobre Delincuencia Organizada transnacional y seguridad de los migrantes (documento CP/CSH/INF.240/11). 
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